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Artículo 74. Revocación.

Las autorizaciones de uso de máquinas de franquear
podrán ser revocadas, en cualquier momento, sin dere-
cho a ninguna indemnización, sin perjuicio de la apli-
cación de lo dispuesto en el artículo 77 del presente
Reglamento, cuando por parte del operador al que se
ha encomendado la prestación del servicio postal uni-
versal se aprecie algún incumplimiento de los términos
o instrucciones a que se refiere el apartado primero del
artículo 73 anterior. Una vez dictado el acto de revo-
cación de la autorización los troqueles deberán ser rein-
tegrados al operador al que se ha encomendado la pres-
tación del servicio postal universal en el plazo de diez
días y éste efectuará, si procede, la devolución del impor-
te total o parcial de la fianza.

Artículo 75. Garantías de uso.

Para garantizar el adecuado uso de la máquina de
franquear el operador al que se ha encomendado la pres-
tación del servicio postal universal podrá:

a) Exigir la fianza adecuada para garantizar los
daños que se puedan producir por el indebido uso de
la máquina.

b) Acceder a la ubicación física donde esté situada
la misma a efectos de comprobar su correcto uso.

c) Establecer los mecanismos de control adecuados
para garantizar su buen uso en la máquina.

CAPÍTULO IV

Irregularidades en materia de franqueo

Artículo 76. Insuficiencia de franqueo.

Los envíos postales destinados a circular por el terri-
torio nacional que ingresen en la red pública postal sin
franqueo o con franqueo insuficiente deberán abonar
en concepto de insuficiencia de franqueo, como mínimo,
el doble de dicha insuficiencia, que será satisfecha por
el remitente o por el destinatario, según proceda.

A los envíos postales no franqueados o con franqueo
insuficiente que vayan destinados o que procedan del
extranjero les será de aplicación la normativa interna-
cional.

Cuando se estime que la insuficiencia del franqueo
es abusiva o intencionada por la pluralidad y frecuencia
de envíos mal franqueados realizados por un mismo remi-
tente no se cursarán a destino, pudiendo serles de apli-
cación la infracción establecida en el artículo 41.2.j) de
la Ley 24/1998, de 13 de julio, del Servicio Postal Uni-
versal y de Liberalización de los Servicios Postales o,
en su defecto, en los artículos 41.3.a) o 41.4.c) del mismo
texto legal.

Las previsiones recogidas a lo largo de este artículo
serán de aplicación a los envíos cuyo pago se haya rea-
lizado, tanto a través de los sistemas de franqueo como
mediante los medios de pago alternativos de impresiones
de máquinas de franquear de estampillas de franqueo
y de prepago, cuyo valor resulte insuficiente.

Artículo 77. Infracciones en materia de franqueo.

A los envíos postales franqueados con sellos o signos
falsos o caducados les será aplicable lo dispuesto en
el artículo anterior para el supuesto de insuficiencia de
franqueo y, en su caso, lo previsto en el párrafo h) del

artículo 41.2 de la Ley 24/1998, de 13 de julio, sin
perjuicio de las sanciones de otro orden que le puedan
corresponder según la legislación vigente.

CAPÍTULO V

Distribución de medios de franqueo

Artículo 78. Derecho exclusivo de distribución.

El operador al que se ha encomendado la prestación
del servicio postal universal ostenta, en virtud de lo esta-
blecido en el artículo 19.2 de la Ley 24/1998, el derecho
exclusivo a la distribución de los sellos de correos u
otros medios de franqueo a los que se refiere el párrafo
siguiente, pudiendo realizarse la venta al por menor, a
través de la red postal pública o a través de terceros
en los términos previstos en el presente Reglamento,
sin perjuicio de lo dispuesto en la disposición transitoria
tercera de la Ley 24/1998.

El operador al que se ha encomendado la prestación
del servicio postal universal ostenta, asimismo, el dere-
cho a la utilización exclusiva de la denominación
«Correos», del término «España», o de cualquier otro sig-
no que identifique al operador o que identifique el carác-
ter de los servicios que, dentro de su ámbito, preste.

Artículo 79. Distribución de sellos u otros medios de
franqueo.

El operador al que se ha encomendado la prestación
del servicio postal universal podrá vender todos los sis-
temas de pago de los servicios incluidos en el ámbito
del servicio postal universal, siempre que aquellos sean
susceptibles de distribución minorista, tanto a través de
los diferentes puntos que conforman su red postal públi-
ca, como a través de oficinas de terceros, con los que
celebre el correspondiente contrato.

24920 ORDEN de 27 diciembre de 1999 por la que
se revisan las tarifas de los servicios públicos
regulares interurbanos permanentes de uso
general de transporte de viajeros por carretera
y se dictan reglas para su aplicación.

Las variaciones experimentadas por las distintas par-
tidas que componen la estructura de costes de los ser-
vicios públicos regulares permanentes de uso general
de transporte de viajeros por carretera a lo largo del
año 1999, aconsejan proceder a su revisión tarifaria,
en ejecución de lo que se dispone en los artículos 19
de la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de
los Transportes Terrestres, y 29 de su Reglamento, apro-
bado por el Real Decreto 1211/1990, de 28 de sep-
tiembre.

Para proceder a la citada modificación, se continúa
considerando la revisión individualizada como único sis-
tema de incrementos tarifarios, partiendo de la estructura
de costes de cada servicio regular actualmente en vigor.

En su virtud, vistos los artículos 17, 18 y 19 de la
Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres y 28,
29, 86, 87 y 88 de su Reglamento, previo informe del
Comité Nacional del Transporte por Carretera, del Con-
sejo Nacional de Transportes Terrestres, de la Dirección
General de Política Económica y Defensa de la Com-
petencia y previa autorización de la Comisión Delegada
del Gobierno para Asuntos Económicos, dispongo:
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Artículo 1. Revisión tarifaria.

1. Las empresas concesionarias de servicios públi-
cos regulares permanentes de uso general de transporte
de viajeros por carretera podrán solicitar incrementos
de tarifas mediante el procedimiento de revisión indi-
vidualizada.

A estos efectos, deberán presentar ante la Dirección
General de Ferrocarriles y Transportes por Carretera, una
solicitud acompañada del estudio económico de cada
concesión para la que se pide el aumento, acompañada
del cuadro de descomposición de costes que deberá
ajustarse a lo establecido en el anexo de esta Orden.

2. Por su parte, la Administración podrá elevar de
oficio las correspondientes tarifas a aquellas empresas
que ya se hubiesen sometido con anterioridad al pro-
cedimiento de revisión individualizada.

Artículo 2. Aumento de las tarifas.

1. Se autoriza un aumento medio del 0,92 por 100
de la tarifa de los servicios públicos regulares perma-
nentes de uso general de transporte de viajeros por
carretera.

En las concesiones que ya se hubiesen sometido con
anterioridad al procedimiento de revisión individualizada
y tuvieran por tanto determinada su estructura de costes,
la Dirección General de Ferrocarriles y Transportes por
Carretera podrá autorizar de oficio los aumentos resul-
tantes de la actualización de dicha estructura de costes,
siempre que los mismos no superen el 1,40 por 100.

En aquellas concesiones que se sometan por primera
vez al procedimiento de revisión individualizada, la Direc-
ción General de Ferrocarriles y Transportes por Carretera,
a la vista de la documentación aportada, podrá autorizar
los aumentos resultantes dentro de los límites aproba-
dos, determinando la estructura de costes ajustada al
modelo que figura en el anexo de esta Orden, que servirá
de base para futuras revisiones tarifarias.

Si, a la vista de los datos aportados, la mencionada
Dirección General estimara conveniente conceder
aumentos superiores a los señalados anteriormente,
deberá enviar propuesta, junto con un estudio donde
se justifique debidamente la subida que se propone, a
la Dirección General de Política Económica y Defensa
de la Competencia para su informe, como trámite previo
para su autorización por la Comisión Delegada del
Gobierno para Asuntos Económicos.

2. La revisión tarifaria de oficio contemplada en esta
Orden no podrá dar lugar, en ningún caso, a un decre-
mento de las tarifas que las empresas tuvieran auto-
rizadas con anterioridad para cada concesión.

Artículo 3. Mínimo de percepción.

En las concesiones de la titularidad de la Adminis-
tración General del Estado, el mínimo de percepción será
el aprobado por la Comunidad Autónoma en cuyo terri-
torio se inicie el servicio a utilizar por el usuario para
las concesiones de su competencia.

Artículo 4. Redondeo del precio de los billetes.

Los precios que resulten de la aplicación de los incre-
mentos señalados en los artículos anteriores, se redon-
dearán al alza por la Dirección General de Ferrocarriles

y Transportes por Carretera en la determinación del pre-
cio final de los billetes, incluidos los impuestos, para
suprimir fracciones inferiores a cinco pesetas.

Artículo 5. Confección de los cuadros tarifarios.

La Dirección General de Ferrocarriles y Transportes
por Carretera confeccionará los nuevos cuadros de las
tarifas de aplicación en cada una de las concesiones
de su competencia, en los que se contemplarán las subi-
das que se hayan autorizado conforme a los artículos
anteriores.

Artículo 6. Prohibición de exigir cantidades suplemen-
tarias al precio tarifario.

Los concesionarios de transportes públicos regulares
permanentes de uso general de viajeros por carretera
no podrán exigir a los usuarios de éstos cantidad alguna
de forma diferenciada e independiente del precio tarifario
en concepto de repercusión de costes de estación o
de instalación y funcionamiento de aire acondicionado
en los vehículos.

Artículo 7. Precio del transporte de encargos.

En cumplimiento de lo que se dispone en el artícu-
lo 63.2 de la Ley de Ordenación de los Transportes
Terrestres, los transportes públicos regulares permanen-
tes de uso general de viajeros por carretera podrán con-
ducir objetos o encargos distintos de los equipajes de
los viajeros cuando su transporte sea compatible con
las características técnicas del vehículo, y el mismo se
encuentre autorizado por la Administración.

El régimen de precios aplicable al transporte de
dichos objetos o encargos será el que, en cada momento,
se encuentre establecido para el transporte de mercan-
cías por carretera de carga fraccionada.

Disposición derogatoria.

Queda derogado el artículo 10 de la Orden de 4 de
diciembre de 1998 por la que se revisan las tarifas de
los servicios públicos regulares permanentes de uso
general de transporte de viajeros por carretera y se dictan
reglas para su aplicación, así como cuantas otras dis-
posiciones de igual o inferior rango se opongan a lo
dispuesto en esta Orden.

Disposición final primera.

Se autoriza al Secretario de Estado de Infraestructuras
y Transportes y al Director General de Ferrocarriles y
Transportes por Carretera para que, en el ámbito de sus
competencias, puedan dictar las resoluciones que sean
necesarias para la aplicación e interpretación de la pre-
sente Orden.

Disposición final segunda.

La presente Orden entrará en vigor el día 1 de enero
de 2000.

Madrid, 27 de diciembre de 1999.

ARIAS-SALGADO MONTALVO
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ANEXO

Estructura de costes de la concesión

Costes descontado el IVA

Conceptos

Coste total anual (CA) Coste/vehículos-Km Porcentaje

Personal. (1)

Amortización. (2)

Costes financieros de la inversión.

Seguros.

Reparaciones y conservación. (3)

Combustibles y lubricantes.

Neumáticos.

Peajes de autopistas.

Varios. (4)

Costes totales. 100

(1) Este concepto, engloba, además de los costes de personal de movimiento, los relativos a los gastos generales y de estructura de personal de la
empresa imputables a la concesión, incluyendo en todos los supuestos los gastos de Seguridad Social. No incluye los gastos de personal de talleres, conservación
y mantenimiento.

(2) Este apartado incluye la amortización del material móvil de la concesión; que no haya agotado el plazo prevista para la misma.
(3) Comprende este apartado los gastos de reparación y conservación del material móvil, incluyendo los gastos de personal de talleres en el supuesto

de que estas actividades se efectúen en los talleres de la empresa.
(4) Bajo el concepto de varios, se incluyen todos los costes no comprendidos en los otros conceptos, como la licencia fiscal, los impuestos, las tasas

de estaciones (tanto si se determinan en relación con los vehículos, como si se determinan en función de los viajeros), los alquileres, los gastos de energía,
etcétera.

MINISTERIO
DE EDUCACIÓN Y CULTURA

24921 ORDEN de 2 de diciembre de 1999 por la
que se regula la convocatoria para el año
2000 de la jubilación anticipada voluntaria
conforme a la disposición transitoria novena
de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre,
de Ordenación General del Sistema Educativo.

La disposición transitoria novena de la Ley Orgáni-
ca 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General
del Sistema Educativo, establece en su punto 1 que los
funcionarios de los Cuerpos docentes a que hacen refe-
rencia las disposiciones adicionales décima, 1, y deci-
mocuarta, 1, 2 y 3, de dicha Ley, incluidos en el ámbito
de aplicación del régimen de Clases Pasivas del Estado,
podrán optar a un régimen de jubilación voluntaria duran-
te el período comprendido entre los años 1991 y 1996,
ambos inclusive, siempre que reúnan determinados
requisitos.

En virtud de lo anterior, el Acuerdo del Consejo de
Ministros de 28 de diciembre de 1990 determina el
importe y las condiciones de las gratificaciones extraor-

dinarias previstas en la Ley Orgánica de Ordenación
General del Sistema Educativo para los funcionarios de
la docencia de niveles no universitarios. Posteriormente,
el Acuerdo del Consejo de Ministros del día 6 de marzo
de 1992 modifica el importe de dichas gratificaciones
extraordinarias.

Asimismo, la Ley 31/1991, de 30 de diciembre, de
Presupuestos Generales del Estado para 1992, establece
que los funcionarios docentes de Cuerpos y Escalas
declarados a extinguir con anterioridad a la vigencia de
la Ley Orgánica de Ordenación General del Sistema Edu-
cativo, incluidos en el ámbito de aplicación del régimen
de Clases Pasivas del Estado, podrán acogerse, durante
el período comprendido entre los años 1992 y 1996,
ambos inclusive, al régimen de jubilación voluntaria regu-
lado en la disposición transitoria novena de la citada
Ley.

Posteriormente, la disposición transitoria primera de
la Ley Orgánica 9/1995, de 20 de noviembre, de la
Participación, la Evaluación y el Gobierno de los Centros
Docentes, dispone que los funcionarios de los Cuerpos
docentes a los que se refiere la disposición transitoria
novena de la Ley Orgánica de Ordenación General del
Sistema Educativo podrán optar a un régimen de jubi-
lación voluntaria en los términos y condiciones que se
establecen en la citada disposición y en las normas que
la complementan y desarrollan, durante el período de
implantación con carácter general, de las enseñanzas
establecidas en dicha Ley Orgánica. Este período de


